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I. PLANTEAMIENTO DE LA CUESTION

La historia de nuestro Estado autonémico, brillante cuando se con-
templan los logros de descentralizacién obtenidos, no ha estado exen-
ta, sin embargo, de momentos agitados. Las situaciones de tirantez y
conflicto entre algunas Comunidades Auténomas y el Estado se han
producido con demasiada frecuencia. Parte de esta conflictividad pue-
de considerarse logica en cuanto que ha podido suponer la expresiéon
de los problemas de ajuste y de acomodo entre el Estado y las nuevas
Comunidades Auténomas emergentes. En otras ocasiones, el conflicto
ha venido de la mano de discusiones politicas entre el Estado y algu-
nas Comunidades Auténomas ante determinadas actuaciones del Es-
tado o de demandas planteadas por alguno de los nacionalismos exis-
tentes en el pais.

Ademas, de la practica seguida por algunas fuerzas politicas se des-
prende, segin creo, una tendencia a considerar la autonomia como un

Documentacién Administrativa / n.° 232-233 (octubre 1992-marzo 1993)

DA-1992-1993, nims. 232-233. ALBERTO PEREZ CALVO. Participacion de las Comunidades Auténom...



DA-1992-1993, nims. 232-233. ALBERTO PEREZ CALVO. Participacién de las Comunidades Auténom...

248 Alberto Pérez Calvo

punto intermedio entre el Estado fuertemente centralizado y la inde-
pendencia de una regién respecto de ese mismo Estado. La autono-
mia, asi concebida, se manifestaria en la conquista de zonas competen-
ciales en las que la Comunidad Auténoma tiende a moverse con ab-
soluta independencia de la intervencién del Estado que, de esta ma-
nera, queda o deberia quedar desposeido de toda capacidad de actua-
cién en esas zonas. La aspiracién de una mayor autonomia se corres-
ponde asi con la demanda de mas competencias y la correspondiente
incapacitacién del Estado para actuar en esos nuevos campos.

Si este concepto de autonomia se une a posibles aspiraciones de in-
dependencia, la consecuencia puede ser una constante y expansiva de-
manda de un mayor nimero de competencias que solamente podria
encontrar un final cuando ya no quedaran competencias por asumir,
o sea, cuando se hubiera consumido el Estado. Es decir, si se colocara
en el centro del razonamiento el objetivo de la independencia, todos
los elementos podrian comenzar a moverse hacia esa finalidad, de
modo que el equilibrio sélo se alcanzaria cuando el objetivo final se
hubiera conseguido. De todas formas, la independencia, que es un ob-
jetivo central y manifiesto de algunas formaciones nacionalistas, en el
caso de otras puede no aparecer como objetivo politico, sino pasar a
ser un elemento ideolégico, envuelto en una atmésfera de ambigiie-
dad, que a veces puede ser utilizado como instrumento de presion.

Puede que parte de la conflictividad a que se ha hecho referencia
al principio, asi como esta tltima consideracién de la autonomia, se ha-
yan visto favorecidas por la realidad de nuestro Estado autonémico
que, si bien ha alcanzado cotas muy elevadas de descentralizacién po-
litica cuando se le contempla desde el punto de vista del reparto com-
petencial, adolece, sin embargo, de un cierto desequilibrio cuando lo
observamos desde el angulo de la participacién de las Comunidades
Auténomas en la formacién de la voluntad del Estado.

La Constitucién refleja claramente este desequilibrio. Por un lado,
contiene declaraciones solemnes que tienen la potencialidad suficiente
como para poder fundamentar una sélida participacién de las Comu-
nidades Auténomas en la formacién de las decisiones estatales. Asi, la
primera de estas declaraciones, y ciertamente significativa, debido a su
ubicacién en el Titulo preliminar, amparado por el procedimiento agra-
vado de reforma, aparece en el articulo 2 C. y en ella se afirma que las
nacionalidades y regiones integran la Nacién espanola. La segunda estd
contenida en el articulo 69 C., en el que se dice que «el Senado es la
Camara de representacion territorial».

Sin embargo, estas afirmaciones no se ven correspondidas en la
organizacién concreta de la estructura del Estado. Salvo la iniciati-
va legislativa de las Comunidades Auténomas, recogida en el articu-
lo 87.2 C. y su participacién en la planificacién econémica general, que
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contempla el articulo 131.2 C., la Constitucién guarda un silencio ex-
cesivo al respecto. Y mas ostentosa es probablemente la falta de corres-
pondencia entre la definicién del Senado como Camara territorial y la
concreta estructura que se le atribuye.

La falta de unos insttumentos capaces de implicar institucional-
mente a las Comunidades Auténomas en las decisiones del Estado pue-
de actuar como elemento centrifugo coadyuvante de esas mismas ten-
dencias que de modo natural forman parte de algunos movimientos
politicos *.

Y, sin embargo, la Constitucion parte de un concepto de autono-
mia por el que se coloca en el centro del razonamiento el objetivo de
conseguir una nueva articulacién del Estado que, rompiendo el molde
centralista anterior, sea capaz de armonizar los objetivos constitucio-
nales del Estado social y democritico de Derecho con la garantia del
derecho a la autonomia de las nacionalidades y regiones.

En la medida en que se persigue la consecucién de los valores del
Estado social y democritico de Derecho, el modo de organizacién del
Estado no es, obviamente, indiferente. Especialmente, en lo que se re-
fiere a los valores sociales, dicha organizacién y funcionamiento deben
hacerse con arreglo al principio de eficacia (art. 103 C.) puesto que,
en caso contrario, el Estado seria incapaz de cumplir con las tareas de
prestacién de la llamada «procura existencial» que hoy se le encomien-
da y que le justifica.

En este marco, la autonomia ya no es un punto entre el Estado cen-
tralista y la independencia, sino que, por el contrario, es una forma con-
creta de organizacion del Estado que, de esta manera, no sélo no es
puesto en cuestion, sino que lo que se persigue es precisamente la me-
jora de su funcionalidad para asegurar los dos objetivos antedichos. Es
decir, la autonomia no sélo no debilita al Estado, sino que lo fortalece
en la medida en que lo hace mis funcional respecto de los fines que
se le encomiendan.

De la misma manera, un aumento de la autonomia de las Comu-
nidades Auténomas no tiene por qué girar exclusivamente en torno a
una incesante ampliacién de las competencias, sino que puede derivar-
se hacia el terreno de la participacion en la adopcién de las decisiones
del Estado. Es mis, el reparto de competencias no es un proceso siem-
pre abierto en funcién de determinadas mayorias politicas, con la ex-

! Sin embargo, en el proceso constituyente se hicieron propuestas encaminadas a dotar a
la Constitucién de estos cauces en relacién con la formacién de la voluntad internacional del Es-
tado, que, no obstante, no salieron adelante; ver enmienda del sefior Barrera Costa, Diario de
Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisién de Asuntos Constitucionales y Libertades Pa-
blicas, Sesién de 6 de junio de 1978, nam. 81, p. 2948; enmienda del Grupo Parlamentario Vas-
co en el Congreso, nim. 624, Constitucién Espasiola. Trabajos parlamentarios, Cortes Generales,
1980, p. 373; enmienda del Grupo Parlamentario Vasco en el Senado, nim. 1000, Constitucion
Espariola. Trabajos parlamentarios, Cortes Generales, p. 2950.
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cepcién, naturalmente, de las mayorias que fueran capaces de modifi-
car la Constitucién. Al contrario, una vez conseguido el equilibrio que
la Constitucién prevé (arts. 148 y 149 C.) en el reparto de competen-
cias entre el Estado y las Comunidades Auténomas, cualquier modifi-
cacién que quisiera hacerse del mismo a través de la utilizacién, por
ejemplo, de la delegacién o transferencia previstas en el articulo 150.2
de la Constitucion, habria de tener en cuenta la advertencia contenida
en este precepto de que las facultades transferidas o delegadas debe-
rian ser «por su propia naturaleza... susceptibles de transferencia o de-
legacién». Y creo que la interpretacién de esta condicion debe hacer-
se, al menos, a la luz del principio de eficacia y de los valores sociales
que el Estado debe perseguir. Es decir, en el equilibrio que debe man-
tenerse entre los objetivos del Estado social y democratico de Derecho
y el objetivo de la autonomia de las nacionalidades y regiones, la au-
tonomia nunca podra ser organizada de tal manera que entorpezca la
consecucion de los objetivos del Estado de Derecho, democriticos o
sociales.

Por tanto, desde esta perspectiva, no cabe una expectativa ilimita-
da de ampliacién de competencias porque el limite viene impuesto por
los propios fines generales del Estado. Lo que si cabe, a partir de la
realidad de nuestro Estado autonémico actual, es incrementar la auto-
nomia de las Comunidades Auténomas abriendo cauces eficaces para
su participacién efectiva en la adopcién de decisiones por parte del
Estado.

Evidentemente, esta nueva direccidén no encierra una tendencia cen-
trifuga y encaminada a la dispersién, sino, al contrario, una mayor in-
tegracién en el seno de la organizacién superior que, en este caso, es
el Estado.

Estas consideraciones son mas utiles, si cabe, tras el ingreso de Es-
pafia en la Comunidad Europea, ya que la necesidad de compensar el
desequilibrio a que antes me referia, relacionado con la participacién
de las Comunidades Auténomas en la formacién de la voluntad del Es-
tado, se ha incrementado. Como es sabido, el Estado, en virtud de su
competencia sobre las relaciones internacionales (art. 149.1.3 C.), par-
ticipa en la formacién de las instituciones comunitarias y, en concreto,
a los efectos que ahora nos interesan, en el Consejo de Ministros, que
es la principal institucién legislativa de la Comunidad, mediante la pre-
sencia en él de los Ministros del Gobierno.

El Estado, por tanto, necesita producir su propia voluntad a fin de
llevarla a esta institucién comunitaria.

Pues bien, cuando el Estado conforma su voluntad a fin de trasla-
darla al Consejo de Ministros comunitario, es posible que la materia
que resulte ser objeto de esa voluntad sea de la competencia de las Co-
munidades Auténomas. De esta manera las Comunidades Auténomas,
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que, en virtud del reparto competencial realizado por la Constitucién
y los Estatutos, habian recibido una serie de competencias sobre di-
versas materias, pueden ver c6mo su ejercicio puede resultar condicio-
nado por el derecho comunitario.

A pesar de que el problema se plantea con tanta nitidez como se
ha expuesto, es significativo que, en contraste con la situacién habida
en relacién con la ejecucién del Derecho comunitario en donde se han
planteado numerosos conflictos de competencia, aqui las Comunida-
des Auténomas apenas han dado batalla alguna por su solucién. Y
cuando han dado muestras de intentar paliar esa pérdida de capacidad
normativa lo han hecho buscando su presencia, oficial o no, en Bru-
selas y persiguiendo la relacién inmediata y al margen del Estado con
la Comisién de la Comunidad Europea, lo cual, ademais de su dudosa
constitucionalidad, es de muy poca eficacia. Se trata sin duda de una
consecuencia del concepto de autonomia centrifugo de que hablaba
anteriormente.

En esta misma linea, para lograr llevar sus opiniones a las institu-
ciones comunitarias, las Comunidades Auténomas han puesto por lo
general demasiada confianza en la efectividad de la via comunitaria del
Comité de las Regiones, 6rgano consultivo del Consejo y de la Comi-
sién, creado por el Tratado de la Unién Europea, para salir al paso de
su pérdida de capacidad normativa. Pero, probablemente por mucho
tiempo, las Comunidades Auténomas espafiolas tienen una via mas efi-
caz, aunque quiz4 menos espectacular, para lograr ese fin: la que, como
vamos a ver, ofrece el propio ordenamiento interno.

El problema consiste, por tanto, en fundamentar juridicamente la
participacién de las Comunidades Auténomas en la formacién de la vo-
luntad que el Estado va a trasladar a las instituciones comunitarias y
en averiguar la mejor articulacién de ese mecanismo de participacion.

Por supuesto, esa participacion de las Comunidades Auténomas en
la formacién de la voluntad del Estado podria también tener como fi-
nalidad, no sélo la expresién de la voluntad del Estado en el seno del
Consejo para la formacién del Derecho comunitario derivado o la
adopcién en determinadas decisiones de indudable repercusién terri-
torial, como los presupuestos de la Comunidad Europea o determina-
das politicas tetritoriales, sino también otras formas de participacién
del Gobierno de la Nacién en las decisiones comunitarias, como la pre-
sencia de responsables del Gobierno en multitud de grupos de trabajo
dependientes de la Comisién o, por ejemplo, mediante la posibilidad
de entablar el recurso de anulacién contra Reglamentos y Directivas,
y contra Decisiones generales y las Recomendaciones de la CECA, ya
que, aunque toda persona fisica o juridica podria interponer este tipo
de recursos en determinados casos, lo cierto es que la legitimacién para
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su interposicién queda fundamentalmente en manos de los Estados
miembros, del Consejo o de la Comisién.

II. LAS POSIBILIDADES DE PARTICIPACION A TRAVES
DE LOS CAUCES INSTITUCIONALES GENERALES

Aunque, como se desprende de lo dicho anteriormente, nuestra
Constitucién no contiene ninguna previsién expresa en relacién con la
finalidad de que las Comunidades Auténomas participen en la forma-
cién de la voluntad internacional o comunitaria del Estado varios au-
tores han propuesto que los instrumentos previstos por la Constitu-
cién para la participacién en general de las Comunidades Auténomas
en los procesos de decisién del Estado podrian ser aplicados a este ob-
jetivo concreto.

Asi, entre los instrumentos de caricter inorginico que la Constitu-
cién prevé de modo general, se ha propuesto el derecho de peticion
como cauce que podria servir a este fin 2. En relacién con este dere-
cho de peticién, evidentemente este instrumento podria ser utilizado
para pedir al Estado que iniciara una actuacién especifica ante los 6r-
ganos comunitarios o que transmitiera determinada informacién en la
materia, de modo que podria proporcionar a la Comunidad Auténo-
ma una participacién en la iniciativa comunitaria del Estado o en la
informacién. Pero parece que este cauce, creado para otras finalidades
en relacién con intereses individuales o colectivos, no seria la base idé6-
nea que permitiera configurar un instrumento de participacién siste-
matica y organizada de las Comunidades Auténomas en la formacién
de la voluntad comunitaria del Estado.

También se ha aludido a la iniciativa legislativa prevista por la Cons-
titucién en su articulo 87.2 >. Pero, en lo que concierne a esta propues-
ta, no puede imaginarse la utilizacién de un cauce de esta envergadura
para la informacién o emisién de un parecer caso por caso. Unicamen-
te podria pensarse, mediante una ley promovida de esta manera, en el
establecimiento de un mecanismo que asegurara la participacién de las
Comunidades Auténomas en la materia de que hablamos. Pero, de
la misma manera, hay que decir que después de la experiencia de la

2 Cfr. PELAEZ MARON, J. M.: «En torno a la facultad de iniciativa de las Comunidades
Auténomas en materia de tratados internacionales», en la obra colectiva coordinada por ABE.
LLAN, V.: La integracion de Espatia en las Comunidades Europeas y las competencias de las Comu-
nidades Auténomas, Barcelona, 1985, p. 389, quien se refiere a la posible participacién de las Co-
munidades Auténomas en materia de tratados internacionales, razén por la que alude al derecho
de peticién contenido en e} articulo 77 de la Constitucién (peticiones a las Cortes) y no en el
articulo 29, que prevé el derecho de peticién en general. Cfr. igualmente SORIANO, J. E.: Comu-
nidades Auténomas y Comunidad Europea, Madrid, 1990, p. 136.

3 Ver el trabajo anteriormente citado de PELAEZ MARON, J. M., p. 387.
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LOAPA no seria ficil tratar de imponer por ley un procedimiento
como éste si en realidad se quiere ser operativo. Ademis, se puede de-
cir que esa ley, en parte, ya existe, como veremos después.

Finalmente, también se ha traido a colacién el articulo 131.2 de la
Constitucién *, que se refiere a las previsiones que las Comunidades
Auténomas han de suministrar al Gobierno cuando éste decida elabo-
rat proyectos de planificacién general. Pero no creo que tenga rela-
cion con la cuestién que estamos tratando.

Por todo lo dicho, no parece que los cauces inorganicos a que se
acaba de aludir constituyan los instrumentos adecuados para desem-
peiiar la funcién de participacién de las Comunidades Auténomas en
la formacién de la voluntad comunitaria del Estado.

Algo similar sucede en relacién con el cauce orginico del Senado °.
Y no me refiero a la critica que merece el Senado por la falta de corres-
pondencia entre la definicién como Cimara de representacién tetrito-
rial que del mismo da la Constitucién y su funcién real. Incluso, tras
una posible reforma de esta Cimara que hiciera de la misma un ins-
trumento de representacion territorial acorde con la realidad de nues-
tro Estado autonémico, el Senado, que es ante todo una Cimara le-
gislativa, se avendria mal con las necesidades que exige un plantea-
miento correcto de la participacién de las Comunidades Auténomas
en la formacién de la voluntad comunitaria del Estado, pues seguiria
siendo un instrumento demasiado solemne y formal como para el in-
tercambio 4gil de informaciones y de respuestas que tal finalidad
exige .

4 PEREZ GONZALEZ, M.: «La accién exterior del Estado y las autonomias: desarrollos en la
préctica estatutaria», en VA: Cursos de Derecho internacional de Vitoria-Gasteiz, Vitoria, 1986,
p. 334.

> Ver, en general, FERNANDEZ SEGADO, F.: «La funcionalidad del Senado en cuanto Ci-
mara de representaci6n territorial», Revista Vasca de Administracion Piblica, nim. 13, 1985; AJa,
E., y otros: El sistema juridico de las Comunidades Auténomas, Madrid, 1985, pp. 442 y ss. De
los mismos autores que acaban de ser citados: Informe sobre las autonomias, Madrid, 1988,
pp. 149 y ss.; PUNSET, R.: El Senado y las Comunidades Auténomas, Madrid, 1987.

6 En esta opini6n coinciden, en general, los autores: BITTER, J. W.: «El Estado compuesto
y la conclusién de tratados internacionales», Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad
Complutense, nim. 4, 1981, p. 184; REMIRO BROTONS, A.: La accién exterior del Estado, Madrid,
1984, p. 247; BANO LEON, J. M.: Las Comunidades Auténomas en la Comunidad Europea, Valen-
cia, 1987, p. 56. Ver en contra, en lo que al poder exterior, en general, se refiere, SORIANO, J. E.;
«Poder exterior y Comunidades Auténomas», Revista Vasca de Administracion Piblica, nim. 25,
1989, p. 117.
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III. LA CUESTION EN LOS ESTATUTOS DE AUTONOMIA

Al contrario que la Constitucidn, los Estatutos si contienen en ge-
neral diferentes alusiones a la participacion de las Comunidades Au-
ténomas en la formacién de la voluntad exterior del Estado.

Y, a este respecto, si observamos los Estatutos de Autonomia en
su conjunto, podemos deducir que sus previsiones en esta materia con-
templan dos momentos distintos en la participacién de las Comunida-
des Auténomas: en primer lugar, habria que hablar de su participa-
cién en la iniciativa tendente a la adopcidn de decisiones exteriores;
en segundo lugar, hay que referirse al momento posterior a la iniciati-
va, es decir, a la formacién como tal de la voluntad del Estado.

Sin embargo, los Estatutos que contienen una previsién de parti-
cipacién en la fase de iniciativa aluden a contenidos muy concretos, to-
talmente alejados de las cuestiones europeas. Se trata de la posibilidad
de solicitar del Gobierno espafiol que celebre acuerdos en materia de
lenguas propias, o en relacién con colectivos de ciudadanos origina-
rios de una Comunidad Auténoma asentados fuera de Espafia, o tam-
bién para la asistencia a los emigrantes procedentes de determinadas
Comunidades Auténomas ’. Tan sélo Aragén escapa a este casuismo,
de modo que su Estatuto contiene una previsién de caracter general
en el sentido de que la Comunidad Auténoma podra solicitar del Go-
bierno la celebracién de tratados o convenios internacionales «en ma-
terias de interés para Aragén» 2,

Ademas, no contienen ninguna previsién al respecto los Estatutos
de La Rioja, de Murcia, de Canarias, la Ley Orgéinica de Reintegra-
cién y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y el de la Co-
munidad de Madrid.

En relacién con la fase propiamente dicha de formacién de la vo-
luntad del Estado, siguiendo asimismo las categorias contempladas por

7 En concreto, los Estatutos de Autonomia contienen las siguientes previsiones: Pais Vasco,
articulo 6.5, para el fomento del euskera; Catalusia, articulo 27.4, en relacién con la lengua cata-
lana; Galicia, articulo 35.3, mantenimiento de particulares vinculos culturales o lingiiisticos; ar-
ticulo 7.2, facilitar el reconocimiento de galleguidad a comunidades originarias de Galicia; An-
dalucta, articulo 23.3, para asistencia a emigrantes; articulo 73.5, mantenimiento de particulares
vinculos culturales e histéricos; Asturias, articulo 8.2, facilitar el reconocimiento de asturiania a
comunidades originarias de Asturias; Cantabria, articulo 6.2, facilitar el reconocimiento de ori-
gen cantabro a comunidades originarias de Cantabria; Castilla-La Mancha, articulo 7.2, facilitar
el reconocimiento de origen a comunidades originarias de Castilla-La Mancha; articulo 40.3, para
asistencia a emigrantes; Extremadura, articulo 3.3, facilitar el reconocimiento de la identidad ex-
tremefia a comunidades originarias de Extremadura; Baleares, articulo 8.2, facilitar el reconoci-
miento de la personalidad de origen a comunidades originarias de Baleares; Castilla y Ledn, ar-
ticulo 6, facilitar el reconocimiento de origen castellano-leonés a comunidades originarias de Cas-
tilla y Ledn.

8 Articulo 40.1 de] Estatuto de Autonomia para Aragén.
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los propios Estatutos, es preciso distinguir, por un lado, la previsiéon
de que el Gobierno de la Nacién informe a las Comunidades Auténo-
mas del Tratado o de la disposicidén que se estd elaborando y, por otro
lado, de la posibilidad de que las Comunidades Auténomas puedan
emitir su parecer al respecto.

En lo que concierne a la primera previsién, son varios los Estatu-
tos que se refieren a ella con una f6rmula que, con pequefias varian-
tes, habla de que el Ejecutivo (a veces el Parlamento) de la Comuni-
dad Auténoma sera informado en la elaboracién de los tratados o con-
venios en cuanto afecten a materias de especifico interés para la Co-
munidad Auténoma °. Pero nada se dice en estos mismos Estatutos en
relacién con la posibilidad de que las Comunidades Auténomas afec-
tadas emitan su parecer sobre la informacién recibida.

Tan sélo el Estatuto de Canarias contempla ambos aspectos. Asi,
este Estatuto sefala que la Comunidad Auténoma recibiri la oportuna
informacién en la elaboracion de los tratados y convenios internacio-
nales y en las negociaciones de adhesién a los mismos, en cuanto afec-
ten a materias de su especifico interés. Y se afiade: «Recibida la infor-
macién, el 6rgano de gobierno de la Comunidad Auténoma emitira,
en su caso, su parecer» %, Con esta previsién se contempla en el Es-
tatuto canario el mecanismo de participaciéon, de modo que el flujo de
informacién va primero desde el Estado a la Comunidad Auténoma y
vuelve de ésta hacia el Estado, cerrandose de este modo un ciclo
interactivo .

Por dltimo, en esta exposicién de previsiones estatutarias hay que
recordar que son varios los Estatutos que no aluden para nada a esta
cuestién (el de Galicia, Cantabria, La Rioja, Comunidad Valenciana,
Castilla-La Mancha, Extremadura, Baleares y Castilla y Leén).

Hay que considerar que todas estas previsiones estatutarias tienen
caracter preceptivo, que se manifiesta, en relacion con las referidas a
la iniciativa, en que el Estado, que obviamente no est4 obligado a aten-
der la peticion, si que, en este supuesto, debe motivar la respuesta de-
negatoria, ya que, en caso contrario, se desvirtuaria el contenido de la
prevision estatutaria. Tal es la opinién que se desprende de la genera-

lidad de la doctrina '2.

9 Estatuto del Pais Vasco, articulo 20.5; Andalucia, articulo 23.1; Navarra, articulo 68; Ma-
drid, articulo 33.1; Catalufia, articulo 27.5; Asturias, articulo 34.3; Murcia, articulos 12.2 y 12;
Aragbn, articulo 16.4).

10 Estatuto de Canarias, articulo 37.

11 Sobre estos aspectos del Estatuto de Canarias ver PEREZ VOITUREZ, A., y otros: «Aspec-
tos internacionales de un régimen auténomo para Canarias», en TRUJILLO, G.: Federalismo y re-
gionalismo, Madrid, 1979, pp. 599 a 626.

12 Yer REMIRO BROTONS, A.: La accidn exterior del Estado, cit., p. 245; RIQUELME CORTA.
DO, J. M.: «Las Comunidades Auténomas en la negociacién de los tratados internacionales», Sis-
tema, nGm. 66, mayo 1985, p. 96; MARING MENENDEZ, F.: «Comentario al articulo 40 del Esta-
tuto de Autonomia de Aragén», en BERMEJO VERA, ]. (dir.): Comentarios al Estatuto de Autono-
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Y en relacién con las previsiones que contienen el derecho a reci-
bir informacién sobre determinados tratados o convenios, puede de-
cirse que la ausencia de este tramite preceptivo podria originar el plan-
teamiento de un conflicto de competencia por parte de la Comunidad
Auténoma afectada .

Sin embargo, desde el punto de vista del mecanismo de participa-
cién configurado con las previsiones estatutarias examinadas, éstas pre-
sentan graves defectos, puesto que sélo en el caso del Estatuto de Ca-
narias el mecanismo de participacién disefiado cumple con la finalidad
que seria deseable en este terreno.

El parecer emitido por el Consejo Ejecutivo de Canarias es cierta-
mente no vinculante y el caricter exclusivo de la competencia sobre
las relaciones internacionales no deja lugar a dudas, ya que, en virtud
de esta competencia, al Estado corresponde la ponderacién de los in-
tereses nacionales en su conjunto para la posterior definicién de la po-
litica exterior.

En todo caso, estas previsiones de procedimientos de informacidn,
cuando las hay, se refieren en todos los casos a tratados o convenios
internacionales. Por eso cuando intentamos referir dichas previsiones
estatutarias a la dindmica que gira en torno a la Comunidad Europea,
las mencionadas previsiones habrian cubierto, en el mejor de los ca-
sos !4, la informacién respecto del Tratado de Adhesién durante la ne-
gociacion del mismo. Pero, de todas las maneras, no parece que pue-
dan amparar un procedimiento de informacién respecto de la forma-
cién de la voluntad del Estado en relacién con el Derecho derivado
comunitario.

Aunque se ha hablado de analogia entre el Derecho comunitario
derivado y el convencional , al objeto de extraer de estas previsiones
estatutarias la obligacién del Estado de informar a las Comunidades
Auténomas sobre la elaboracion del Derecho comunitario derivado,
no patece que en este caso pueda hablarse de la existencia de una la-
guna juridica, en tanto que supuesto necesario para poder recurrir a

mia de la Comunidad Auténoma de Aragén, Madrid, 1985, p. 511; PEREZ GONZALEZ, M.: «La
accion exterior del Estado y las autonomias: desarrollos en la practica estatutaria», cit., p. 303.

13 Ver MUNOZ MACHADO, S.: «La ordenacién de las relaciones del Estado y las Comuni-
dades Auténomas con la Comunidad Europea», en GARCIA DE ENTERRIA, E., y otros: Tratado de
Derecha comunitario europeo (estudio sistemdtico desde el Derecho espariol), 2 vols., Madrid, 1986,
p. 597.

19 Ver SAINZ DE VICUNA BARROSO, A.: «E! cumplimiento del Derecho comunitario europeo
por parte de las Comunidades Auténomas», en VA: Organizacién territortal del Estado, Direc-
cién General de lo Contencioso-Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1984, p. 2764, quien es-
tima que estas previsiones podrian interpretarse de modo restrictivo y entender que determina-
dos acuerdos internacionales, como el Tratado de Adhesién, escapatian al interés de las Comu-
nidades Auténomas, ya que afectan al Estado en su conjunto.

15> MANGAS MARTIN, A.: Derecho comunitario europeo y Derecho espariol, Madrid, 1987,
p. 247,
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la analogia. Lo que aqui se produce es una imprevisioén estatutaria que
no ha contemplado un procedimiento de participacién de las Comu-
nidades Auténomas en la formacién de la voluntad del Estado respec-
to del Derecho derivado de las Comunidades Europeas. No obstante,
en caso de conflicto sobre la cuestién, el juez tiene suficientes elemen-
tos juridicos para pronunciarse acudiendo al Derecho vigente sin ne-
cesidad de recurrir a la analogia y, en concreto, atendiendo a la regla
general de la competencia del Estado en materia de relaciones inter-
nacionales, que no podria sufrir una limitacién, por pequefia que ésta
fuera, sin una expresa prevision legal y, en este caso, estatutaria.

Como conclusién de todo lo anterior cabe sefalar la escasa funcio-
nalidad de las previsiones estatutarias al respecto.

Ademis, resulta imposible encontrar un hilo conductor que expli-
que el porqué de las distintas formulaciones estatutarias o el que unos
Estatutos contemplen la cuestion mientras que otros guardan silencio
en este mismo tema.

La impresion que queda es la de estar ante un conjunto disperso
y desordenado de férmulas, en general poco ftiles en relacién con el
objetivo de facilitar la participacién de las Comunidades en la inicia-
tiva del Estado en materia de tratados y convenios internacionales o
en la formacién de la voluntad exterior del mismo Estado y, mis en
concreto, de la voluntad que haya de mantener en el seno del Consejo
de Ministros comunitario.

Todo lo anterior, que es consecuencia, sin duda, de la ausencia de
una visién de conjunto a la hora de abordar la redaccién y aprobacién
de los Estatutos, genera cierto grado de confusién. Y, vistas las previ-
siones de los Estatutos en relacién con esta materia desde una pers-
pectiva de conjunto, desde la perspectiva del Estado, el panorama es
poco alentador, por lo que no hay nada de extrafio que el Estado haya
informado a todas las Comunidades por igual, prescindiendo de la pre-
visidn o imprevision estatutaria, sobre la negociaciéon del Tratado de
Adhesion de Espaiia a la Comunidad Europea 6.

16 MANGAS MARTIN, A.: Derecho comunitario curopeo..., cit., p. 246, sefiala que se celebra-
ron con esa finalidad 273 reuniones de informacién: 17 con Andalucia, 14 con Aragén, 16 con
Asturias, 13 con Baleares, 10 con Canarias, 16 con Cantabria, 19 con Castilla-La Mancha, 13 con
Castilla y Leén, 21 con Catalufia, 12 con Extremadura, 23 con Galicia, 12 con La Rioja, 18 con
Madrid, 16 con Murcia, 18 con Navarra, 20 con la Comunidad Valenciana y 15 con el Pais Vas-
co. También hubo reuniones sobre la materia con todas las Comunidades Auténomas.
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IV. OTROS POSIBLES CAUCES DE PARTICIPACION

Como acabamos de comprobar a través de las paginas anteriores,
ni las previsiones estatutarias en materia de participaciéon de las Co-
munidades Auténomas en ciertos aspectos muy limitados de las rela-
ciones internacionales permiten su participacién efectiva respecto de
la voluntad que el Estado ha de expresar en los foros comunitarios, ni
tampoco ofrecen un fundamento suficiente para, a partir de tales pre-
visiones, avanzar hacia dicha participacién. Por otro lado, como se ha
visto, ni siquiera estas mismas previsiones estatutarias estin presentes
en todos los Estatutos, que tampoco recogen, salvo el de Canarias, el
ciclo completo de la participacién, esto es, la informacién y la consi-
guiente emision del parecer.

Tampoco los demis procedimientos o cauces institucionales pre-
vistos para la participacién de las Comunidades Auténomas con caric-
ter general en las decisiones del Estado ofrecen muchas posibilidades
al respecto.

Por todo ello, es preciso seguir indagando para ver si se puede ir
mas alla de las previsiones hechas por la Constitucién y por los Esta-
tutos a fin de posibilitar la participacién de las Comunidades en rela-
cion con la formacion de la voluntad del Estado para su posterior ex-
presion en las instituciones comunitarias.

A) EL FUNDAMENTO PARA LA ARTICULACION DE NUEVOS MECANISMOS
DE PARTICIPACION

Veamos, pues, ahora si el ordenamiento juridico espafiol nos brin-
da un fundamento que permita avanzar en este terreno mas all4 de las
previsiones constitucionales y estatutarias expresas.

Al plantearnos la cuestién debemos analizar, en primer lugar, una
posicién doctrinal que parece dar a entender que las Comunidades Au-
tonomas sélo podrian tener acceso a este mecanismo de participacion,
o sea, recepcién de informacién y expresion de un parecer, cuando asi
lo hubieran asumido en sus respectivos Estatutos de Autonomia !’. La
confusién en este caso parece que nace de creer que estamos ante una
competencia que, o bien se ha asumido por el respectivo Estatuto de
Autonomia, o no se podria ejercer.

Evidentemente, no estamos ante una pretendida «competencia de
participacién», sino que lo que se contempla es un mecanismo o tra-
mite inserto en el procedimiento ordinario de adopcion de decisiones

17 Ver MANGAS MARTIN, A.: Derecho comunitario europeo..., cit., p. 238.
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por parte del competente en la materia, en este caso por parte del Es-
tado. Es decir, no sélo no se trata de una competencia, sino que, al
contrario, es una facultad reconocida al no competente, es decir, al Es-
tado o a las Comunidades Auténomas para, por razén de un interés,
poder intervenir en la actuacién o desarrollo de una competencia aje-
na al que participa. En todo caso, el Tribunal Constitucional ha teni-
do ocasién de analizar algin procedimiento concreto de suministro de
informacién entre las Administraciones Publicas y ha dicho al respec-
to que «no incide en el sistema autonémico de distribucién de
competencias» '&.

Se trata, por tanto, de un tramite 0 mecanismo de participacién
que no sigue las reglas de asuncién necesaria en el Estatuto de Auto-
nomia, tal como sucede en relacién con las competencias. Precisamen-
te el Tribunal Constitucional ha sido tajante al respecto cuando habla
de la existencia en el Estado autonémico de un «deber de colabora-
cién dimanante del general deber de auxilio reciproco entre entidades
estatales y auténomas. Este deber -—afiade el Alto Tribunal—, que no
es menester justificar en preceptos concretos, se encuentra implicito
en la propia esencia de la forma de organizacién territorial del Estado
que se implanta en la Constitucién...» *°,

Y no se podria alegar en relacién con el objeto de la informacién
que nos ocupa, es decir, en la mayoria de los casos, los proyectos de
disposiciones comunitarias, que los mismos han podido ser ya publi-
cados oficialmente por la Comunidad Europea y que, por tanto, ya no
se precisa de la labor de informacion antedicha. A este respecto, el Tri-
bunal Constitucional, en un supuesto similar, ha dicho que «no puede
pretenderse que la obligacién de remitir los Boletines en los que cons-
ten los datos de interés para la Administracién Laboral se facilite por
la Administracién de la Comunidad Auténoma, obviando con ello una
labor de bisqueda innecesaria y expuesta a errores u omisiones» 22,

Estos intercambios de informacion son relativamente habituales en
el Estado autonémico y tienen lugar no sélo en relacién con los pro-
cedimientos estatales, permitiendo algiin tipo de participacién a las Co-
munidades Auténomas, sino también al revés, en los procedimientos
de estas dltimas permitiendo la participacion del Estado. La misma
Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonémico, antigua
LOAPA, en su articulo segundo lo prevé:

18 Ver STC 76/1983, de 5 de agosto (LOAPA), FJ 11, en que el Tribunal enjuicia el ar-
ticulo 6 del Proyecto de LOAPA, que recoge la posibilidad de peticiones de informacién entre
el Estado y las Comunidades Auténomas. Ver, asimismo, STC 80/1985, de 4 de julio (Procesio-
naria del pino), FJ 2; aqui el Tribunal declara que el deber de informacién «no implica extensién
alguna de las competencias estatales...».

19 Aparece en una temprana sentencia del Tribunal Constitucional: STC 18/1982, de 4 de
mayo (Registro de Convenios Colectivos de Trabajo), FJ 14,

20 Ver STC anteriormente citada, en el mismo FJ 14.
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«El Gobierno y, en su caso, las Cortes Generales podran re-
cabar de los é6rganos de las Comunidades Auténomas la infor-
macién que precisen sobre la actividad que éstas desarrollen en
ejercicio de sus propias competencias.

Las informaciones obtenidas por este medio podran ser uti-
lizadas por todas las Comunidades Auténomas, que también po-
dran solicitar de la Administracién del Estado la informacién que
precisen para el adecuado ejercicio de sus competencias».

De todas las maneras, la redaccién del precepto de la Ley del Pro-
ceso Autonémico que se acaba de transcribir parece configurar el me-
canismo de transmisién de informacién como la respuesta a quien tie-
ne derecho a esa informacién. Sin dejar de ser cierto, seria mejor si-
tuar ese deber de informacién en relacién con la estructura autonémi-
ca del Estado.

A este respecto, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional es
mas precisa que el mencionado precepto al configurar la informacién
como deber que deriva de un principio general, el de colaboracién,
que se encuentra implicito en la propia esencia de la forma de orga-
nizacion territorial del Estado. Y es significativo que en el mismo parra-
fo de la sentencia en la que el Tribunal Constitucional enjuicia el men-
cionado precepto de la Ley del Proceso Autonémico dice de él que
«es constitucional, ya que, en la medida en que se limita a establecer
un deber reciproco de informacion entre la Administracién del Estado
y la de las Comunidades Auténomas, puede entenderse como una con-
secuencia del principio general de colaboracién que debe presidir las
relaciones entre el Estado y las Comunidades Auténomas» 2!.

Estamos, pues, ante un deber que el buen funcionamiento del Es-
tado autonémico exige, deber que seria incompatible con la ocultacién
de la informacién necesaria para el despliegue normal del poder auto-
némico o del poder estatal y que es necesario satisfacer, aunque no me-
diara una peticién de informacién por la otra parte.

En todo caso, en el supuesto que contemplamos se trataria no ya
solo de una mera informacién, que ya vemos que se puede hacer y exi-
gir que se haga, y en la que el receptor de la misma la recibe pasiva-
mente, sino de un mecanismo de participacién que permitiera al re-
ceptor de la informacién emitir opiniones sobre aquélla. De esta ma-
nera, el competente para formular y exponer la voluntad del Estado
en los foros comunitarios estaria también obligado a recibir esas
respuestas.

¢Cabria una construccién de este tipo en nuestro ordenamiento, de
modo que fuera exigible juridicamente tanto la fase de informacién

21 STC 76/1983, de 5 de agosto (LOAPA), FJ 11. Cursiva del autor.
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como la de recepcién de la respuesta u opinidn, en definitiva, de par-
ticipacién en las decisiones del Estado, que comentamos?

Para comprobarlo parece conveniente acudir de nuevo a la juris-
prudencia del Tribunal Constitucional. En este sentido vamos a recor-
dar tres sentencias que pueden arrojar alguna luz sobre el problema.

Se trata, en primer lugar, de la STC 84/1983, de 24 de octubre, en
la que el Alto Tribunal enjuicia el Real Decreto 988/1982, de 20 de
abril, que regula la distribucién de créditos que se consignan en los
Presupuestos Generales del Estado para financiar inversiones de ca-
racter cultural a realizar por las Corporaciones Locales en relacién con
la efemérides del V Centenario de la Unidad de Espaia. El menciona-
do Real Decreto establece, en su articulo 5.°, que los respectivos pro-
gramas seran informados por el Ministerio de Cultura.

La Generalidad de Catalufia, que no discute la competencia del Es-
tado sobre el asunto, reclama unicamente la emisién de un informe
con caricter preceptivo por parte de la Consejeria de Cultura de la pro-
pia Generalidad en relacién con los programas que afecten a su terri-
torio. El Tribunal Constitucional, que reconoce la competencia de la
Generalidad de Catalufia en materia de cultura en general y de fomen-
to de la cultura en particular, estima que, aunque la competencia
corresponde al Estado, también corresponde a la Generalidad de Ca-
talufia la emisién de un informe preceptivo en lo que afecte a su 4m-
bito territorial 2. En definitiva, el Tribunal Constitucional, sobre la
tinica base de la competencia de la Generalidad de Catalufia en mate-
ria de cultura, y sin que exista norma expresa que asi lo declare, atri-
buye a ésta la posibilidad de participacion en la decisién del Estado a
través de un informe preceptivo.

En la segunda STC que consideramos, la 13/1988, de 4 de febrero,
el Tribunal considera en dos momentos la posibilidad de participacién
del no competente en la actividad principal desarrollada por el
competente. .

En el primer caso, se discute sobre la competencia para atribuir el
caracter de internacional a una feria. El Alto Tribunal, que estima que
el competente es el Estado, declara al mismo tiempo, sobre la base de
las competencias de ejecucion que en esta materia tienen algunas Co-
munidades Auténomas, «que nada se opone a que por el Estado se ar-
bitren mecanismos o cauces de colaboracién de las Comunidad Auté-
nomas con competencia en esta materia en la configuracién del mapa
y calendario feriales internacionales por parte del Estado». Aunque, a
continuacién, el mismo Tribunal indica que la ausencia en la disposi-
cién objeto del conflicto de un mecanismo concreto de colaboracién
«no invade las competencias de las Comunidades Auténomas deman-

22 STC 84/1983, de 24 de octubre (Subvenciones culturales), FJ 2.

DA-1992-1993, nims. 232-233. ALBERTO PEREZ CALVO. Participacién de las Comunidades Auténom...



DA-1992-1993, nims. 232-233. ALBERTO PEREZ CALVO. Participacién de las Comunidades Auténom...

262 Alberto Pérez Calvo

dantes» 2. Es decir, en este primer caso, la competencia de ejecucién
de las normas del Estado en la materia no es considerada por el Tri-
bunal Constitucional como titulo suficiente para que la posible parti-
cipacion sea preceptiva u obligatoria.

En cambio, la solucién dada por el Tribunal Constitucional en el
segundo supuesto que cabe considerar en esta misma sentencia es com-
pletamente distinta. En este caso, el Real Decreto objeto del conflicto
de competencias prevé que el Ministerio de Hacienda, «atendiendo al
caricter de instrumento de promocién del comercio exterior» de las
ferias internacionales, designari un Delegado que asistira a las reunio-
nes del Comité Directivo de cada feria. Ante la oposicion de una de
las partes demandantes, el Tribunal Constitucional dice que «en modo
alguno se sigue del Real Decreto que al Delegado del Ministerio de
Economia y Hacienda le corresponden funciones de fiscalizacién o de
tutela..., lo que seria incompatible con la competencia atribuida a las
Comunidades. Este Delegado se integra en el Comité Director de cada
feria, con una presencia justificada por la relevancia que las ferias in-
ternacionales tienen en materia de comercio exterior...» ?*. Como se
ve, en este supuesto la competencia exclusiva del Estado en materia
de comercio exterior es considerada como titulo suficiente para que el
Estado participe en las decisiones de la Comunidad Auténoma.

La tercera sentencia que vamos a comentar corresponde a un con-
flicto en el que se discute, entre otros asuntos, a qué Administracién
corresponde el nombramiento de un veterinario oficial que ha de ins-
peccionar los establecimientos que llevan a cabo la preparacién de car-
nes o de productos carnicos para el consumo humano destinados al co-
mercio intracomunitario.

El Tribunal Constitucional estima que dicho nombramiento corres-
ponde al Estado, en virtud de su competencia en materia de sanidad
exterior y de comercio exterior. Pero el Alto Tribunal va mds alld de
lo cuestionado incluso por las partes y se plantea «el modo de ejerci-
cio» de esta competencia estatal. Y sefiala al respecto que ese ejercicio
ha de estar inspirado por el principio general de colaboracién #. El
Tribunal Constitucional llega a esta conclusion a partir de las conside-
raciones que hace en otro momento de la sentencia. Alude el Tribunal
al hecho de que «tanto la necesidad de proporcionar al Gobierno los
instrumentos indispensables para desempeiiar la funcién que le atribu-
ye el articulo 93 de la Constitucién... como, de otra parte, e/ hecho de
que sea la Administracion del Estado (en razén, por efemplo, a las cliu-
sulas contenidas en los pdrrafos 10 y 16 del apartado 1 del art. 149 CE)

23 STC 13/1988, de 4 de febrero (Ferias comerciales internacionales), FJ 2.
24 Ibidem, FJ 6.
25 STC 252/1988, de 20 de diciembre (Comercio intracomunitario de carnes frescas), FJ 3.
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la competente para realizar actuaciones que, cuando no estd presente esa
conexion con el exterior, corresponden a la Administracion Autonémica,
obligan a articular el ejercicio de las competencias de modo tal que
uno y otra, sin invadir el Ambito competencial ajeno, no obstaculicen
el desempefio de las funciones que la Constitucién y los Estatutos les
atribuyen...». Y afiade el Tribunal, a partir de la misma argumenta-
cién: «de la interpretacion sistemdtica de la Constitucién como de la
supremacia de ésta sobre los Estatutos se deriva la necesidad de cola-
boracion entre la Administracion Central y las Autondémicas, colabora-
cién que puede exigir en muchos casos, en relacion, sobre todo, con nues-
tra incorporacién a la CEE, formas de articulacion... que sélo una inter-
pretacion inadecuada de los preceptos constitucionales y estatutarios pue-
de obstaculizar» *°.

A continuacién el Tribunal Constitucional observa que de los tres
Reales Decretos, objeto del conflicto, uno de ellos, el Real Decre-
to 1728/1987, prevé que la designacion del veterinario se hara «previa
propuesta de las Comunidades Auténomas, determinando asi —afiade
el Tribunal— no sélo qué érgano de la Administracién Central es el
competente para la designacién, sino también un modo de ejercicio ne-
cesario de tal competencia, que implica la colaboracién de la Comuni-
dad Auténoma afectada ratione loci» #’. El Tribunal insiste en que este
modo de articulacién de las competencias del Estado y de las Comu-
nidades Auténomas es el que «se adecua al principio de colabora-
cién» 28, Y, aunque los otros dos Reales Decretos objeto del conflicto
no recogen esa articulacién competencial necesaria, el Tribunal no con-
sidera que violen las competencias autonémicas, pues se limitan a afir-
mar la existencia de una competencia estatal. Sin embargo, afiade el
Tribunal Constitucional, resulta obligatorio «considerar que esos pre-
ceptos incompletos han de ser integrados con las precisiones que el
Real Decreto 1728/1987 introduce respecto del modo de ejercicio de
la competencia estatal, y que, en consecuencia, para respetar las com-
petencias de la Generalidad también las designaciones de “Veterinario
oficial” a que se refieren los Reales Decretos... habran de hacerse a pro-
puesta de la Comunidad Auténoma» #°.

Creo que se puede justificar que haya traido al texto citas tan lar-
gas porque la claridad y precisién de los parrafos del Tribunal Cons-
titucional ahorran todo comentario. Una vez mis, y ésta de modo ro-
tundo, el Tribunal Constitucional estima que una competencia, en este
caso la de desarrollo de las bases estatales en materia de sanidad, cons-

26 Ibidem, FJ 2; cursivas del autor. Los parrafos 10 y 16 del apartado 1 del articulo 149 de
la Constitucién se refieren respectivamente al «comercio exterior» y a la «sanidad exterior».

27 lbidem, FJ] 4; cursiva del autor.

28 Ibidem.

29 Ibidem; cursiva del autor.
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tituye el titulo suficiente como para que resulte obligada la participa-
cién de quien la ostenta en la ejecucién o formulacién del acto prin-
cipal realizado por otra Administracién.

De lo dicho hasta ahora cabe deducir que cuando concurre junto
con la competencia internacional del Estado una competencia autoné-
mica se impone al competente internacional la participacién de la Co-
munidad Auténoma en la adopcién de sus decisiones o actos. Mas
exactamente, segin parece desprenderse de la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional, la necesidad de la participacién surge cuando la
Comunidad Auténoma ostenta una competencia de contenido norma-
tivo. Y ello parece l6gico, en la medida en que las Comunidades tie-
nen capacidad para elaborar una politica propia justamente respecto
de las materias sobre las que ostentan una competencia normativa. Las
Comunidades Auténomas, por tanto, en el caso de que las materias so-
bre las que tienen este tipo de competencias se vean afectadas por la
integracién comunitaria europea, pueden seguir elaborando sus pro-
pias politicas sobre dichas materias, aunque la manifestacién de tales
politicas ya no serd normativa en primer lugar, sino de traslado de las
mismas al Estado (emisién del parecer), competente para la interven-
cién en los foros comunitarios, mediante el mecanismo de la partici-
pacion que estamos estudiando. No obstante, una vez creada y en vi-
gor la norma comunitaria, existe de nuevo la posibilidad de que la Co-
munidad Auténoma, en virtud de la misma competencia que le ha per-
mitido la participacién, pueda dictar normas de aplicacion del Dere-
cho comunitario.

A este respecto, el profesor MUNOZ MACHADO ha intentado una ex-
plicacién a este hecho mediante el siguiente razonamiento: «el fené-
meno europeo —dice el autor citado— modula (por imperativo de lo
establecido en los arts. 93, 97 y 149.1.3 de la Constitucién) el conte-
nido juridico de una competencia autonémica exclusiva para transfor-
marlo en un derecho a participar en la formacién de las posiciones gu-
bernamentales que van a sostenerse ante los 6rganos comunitarios. La
decisién auténoma se muta en un derecho de participacién» *°.

Sin negar un valor plistico a la descripcién de lo que se supone
que sucede en estos casos, creo, sin embargo, que la teoria en cuestién
resulta insuficiente. Ciertamente, esta explicacién de la mutacién y
desaparicién de una competencia autonémica podria tener sentido si
el proceso normativo acabara con la creacién de la norma y, por tanto,
con la participacién de la Comunidad Auténoma en la formacién de

30 Ver MUNOZ MACHADO, S.: «La ordenacién de las relaciones del Estado...», cit., pp. 608
y 609. El profesor PEREZ TREMPS, P., que sigue esta doctrina, afiade que la misma tiene apoyo
en los Estatutos de Autonomia que han fijado el derecho de la Comunidad Auténoma a ser in-
formada cuando los tratados de que se trate afecten a competencias o intereses propios, Comu-
nidades Auténomas, Estado y Comunidad Europea, Madrid, 1987, pp. 222 y 223.
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la voluntad exterior o comunitaria del Estado. Pero, evidentemente, el
proceso continia y la norma que haya de crearse en el 4ambito del or-
denamiento juridico europeo debera ser aplicada en el 4mbito del or-
denamiento interno, de modo que, de nuevo, con ocasién de la apli-
cacién o ejecucion de la misma, aparecera la competencia autonémica
en cuestién que va a permitir a la Comunidad Auténoma la ejecucién
de dicha norma comunitaria. Todo ello mueve a pensar que la com-
petencia autondmica no se transforma ni desaparece, sino que su ejet-
cicio resulta condicionado por la competencia internacional del Esta-
do, de manera que, en el momento de la formacién de la voluntad ex-
terior del Estado, la competencia permite a la Comunidad Auténoma
participar en esa formacién y, en el momento de la aplicacién de la
norma, le habilita para su ejecucién. Y, del mismo modo, el ejercicio
por parte del Estado de su competencia en materia de relaciones in-
ternacionales resulta condicionado por la presencia de una competen-
cia autonémica sobre la materia que es objeto de tratamiento interna-
cional, especialmente, como hemos visto, en el momento de la forma-
cién de su voluntad exterior.

Por todo lo anterior, cabe sefialar que la participacién en el senti-
do que aqui se ha sefialado, es decir, consistente en la informacién por
parte del Estado de los proyectos normativos comunitarios en lo que
afecte a las competencias de las Comunidades Auténomas y en la ex-
presién por parte de estas Gltimas de su opinién al respecto, constitu-
ye una obligacién juridica en relacién con el Estado. De este modo,
ante la ausencia de un proceso de participacién como el que se ha des-
crito, seria posible el planteamiento del oportuno conflicto de compe-
tencia. No obstante, habrd que precisar que esta obligacién juridica
que incumbe al competente, en este caso al Estado, de admitir la par-
ticipacién, no afecta del mismo modo a las Comunidades Auténomas
que podrian abstenerse de emitir dicha opinién, del mismo modo que
también pueden abstenerse de desarrollar normativamente una com-
petencia. Y en el supuesto de no expresién del parecer, el Estado for-
maria su voluntad sin estar presente un eventual interés diferenciado
de la Comunidad Auténoma.

Por otra parte, como resulta evidente, el parecer que pudieran emi-
tir las Comunidades Auténomas en virtud del proceso de participa-
cién no podria vincular al Estado en la formacién de su voluntad. De
lo contrario, como ya se ha dicho en péginas anteriores, se vaciaria de
contenido la competencia del Estado sobre las relaciones internacio-
nales y, en definitiva, se le impediria la definicién de un interés nacio-

nal auténomo >'.
|

31 Es cierto que el procedimiento de participacién a que obliga la STC 252/1988, de 20 de
diciembre (Comercio intracomunitario de carnes frescas), en relacién con el nombramiento de
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B) LOS INSTRUMENTOS PARA UNA POSIBLE ARTICULACION
DE LA PARTICIPACION

En relacién con la posible articulacién de la participacion de que
nos ocupamos podrian contemplarse varias posibilidades.

Asi, en primer lugar, podria pensarse en procedimientos no forma-
lizados por un instrumento expreso. De esta manera, el Estado que-
daria libre para organizar la participacién del modo que considerara
oportuno, e incluso esa forma podria ser distinta en unos u otros mo-
mentos. Es decir, la participacién podria consistir tanto en un posible
cruce de documentos, uno el proyecto normativo comunitario y otro,
que contendria la opinién de la Comunidad Auténoma si la emitiera,
como en una reunién de los representantes autonémicos del sector
afectado por el proyecto normativo comunitario con un representante
del Ministerio correspondiente, etc.

Esta situacién acarrearia una cierta dosis de inseguridad juridica y
de oscuridad en el procedimiento.

Por ello, parece conveniente una reglamentacién del proceso. Pero
también aqui son posibles dos instrumentos: o bien la norma unilate-
ral del Estado o el convenio suscrito entre el Estado y las Comunida-
des Aut6nomas.

La utilizacién de una norma unilateral del Estado para la formali-
zacién de un procedimiento de participacién ha sido, a veces, vista con
recelo. Asi, la profesora MANGAS ha sefialado que para la organizacion
de estos procedimientos no deberia emplearse una ley como, segin
dice, «pretenden sectores administrativistas», ya que, como indica, aun
en el caso de que fuera consensuada con las Comunidades Auténo-
mas, «seria un mecanismo imperativo y revisable al gusto de las cam-
biantes mayorfas parlamentarias» 2. O también se ha advertido que se-
ria dificil sefialar el rango que la norma estatal debiera tener, o que la
utilizacién de una norma unilateral pareceria subrayar que la compe-
tencia corresponde en exclusiva al Estado, de modo que, mediante esa
norma, él mismo consiente en la posibilidad de la colaboracién auto-
némica >*. Por estas razones se suele sefialar como alternativa la utili-

un veterinario a efectos de sanidad exterior, implica que el mismo lo hace la Administracién del
Estado a propuesta de la Comunidad Auténoma, tal como se preveia en el Real Decre-
to 1728/1987, ya citado. Pero creo que no cabe deducir que la propuesta vinculante en relacién
con un nombramiento que ha de afectar dnicamente a instalaciones de industrias cirnicas situa-
das en el tetritorio de una Comunidad Auténoma pueda trasladarse a la definicién de la volun-
tad exterior del Estado, de contenido complejo, y que incluye la expresién de un interés nacional.

32 Ver MANGAS MARTIN, A.: Derecho comunitario europeo..., cit., p. 262.

33 Ver BANO LEON, J. M.: Las Comunidades Auténomas en la Comunidad Europea, cit.,
p.38.
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dad de un convenio suscrito entre el Estado y las Comunidades
Auténomas.

Respecto de estas observaciones se puede decir que algunas, como
la posibilidad de modificacién de la norma unilateral, son ciertas, pero
hay que afiadir que también el convenio puede ser objeto de denuncia
por una parte. La cuestién del rango, a mi juicio, no constituye ningiin
problema, ya que, de hecho, existen mecanismos para la participacién
que han sido creados por Leyes y otros que lo han sido mediante Rea-
les Decretos, como el ya citado 1728/1987 respecto del nombramiento
de veterinario a efectos de sanidad exterior, o mediante los Reales De-
cretos de Traspasos, que, aunque su contenido debe resultar del acuer-
do entre el Estado y la Comunidad Auténoma afectada, no dejan de
ser por ello, en cuanto instrumento formal, una norma unilateral del
Estado.

A pesar de todo, no cabe duda de que se acomoda mejor a las ne-
cesidades de articular la confluencia de dos Administraciones, auténo-
ma una respecto de la otra, el instrumento del convenio. Es decir, me-
diante convenio se puede conseguir que tanto el Estado como las Co-
munidades Auténomas puedan ser obligados a unos determinados
comportamientos procedimentales que una ley del Estado no podria
probablemente conseguir de hecho, al menos en todos los extremos
en que seria deseable, respecto de las Comunidades Auténomas **.

Por otra parte, independientemente del instrumento utilizado para
su creacién, se han sefialado como lugares idéneos para la participa-
cién de que se habla a las Conferencias Sectoriales, previstas en gene-
ral en el articulo 4.° de la ya mencionada Ley 12/1983, de 14 de octu-
bre, del Proceso Autonémico *°, y, respecto de ramas determinadas de

34 Ver, en general, MANGAS MARTIN, A.: Derecho comunitario europeo..., cit., p. 262; BANO
LEON, J. M.: Las Comunidades Auténomas..., cit., pp. 58 y ss.; SORIANO, ]. E.: Comunidades Au-
ténomas y Comunidad Europea, cit., pp. 202 y ss. De todas formas, seria preciso despejar legal-
mente algunas dudas que hoy puede plantear el recurso al convenio: por ejemplo, la capacidad
de vinculacién a las partes y los efectos en caso de incumplimiento.

Finalmente, creo que la perspectiva en relacién con una ley de este tipo seria radicalmente
distinta en ]a medida en que fuera discutida y aprobada por un Senado que, tras la eventual re-
forma de la Constitucién, se convirtiera efectivamente en la Cimara de las Comunidades
Auténomas.

35 El articulo 4.° de la mencionada Ley dice lo siguiente:

«l. A fin de asegurar en todo momento la necesaria coherencia de la actuacién de los po-
deres publicos y la imprescindible coordinacién, se reunirin de forma regular y periédica, al me-
nos dos veces al afio, Conferencias Sectoriales de los Consejeros de las distintas Comunidades
Auténomas y del Ministro o Ministros del ramo, bajo la presidencia de uno de éstos, con el fin
de intercambiar puntos de vista y examinar en comin los problemas de cada sector y las accio-
nes proyectadas para afrontarlos y resolverlos.

2. La convocatoria de la Conferencia se realizara por el Ministro competente, bien se trate
de reuniones ordinarias o de las extraordinarias que se celebran para el tratamiento de asuntos
que no admitan demora. En este altimo caso, la convocatoria podra también formularse a ins-
tancia de alguno de los miembros.»

Ver al respecto el FJ 13 de la STC 76/1983, de 5 de agosto (LOAPA). Ver también los ar-
ticulos 5 y 8 de la Ley 30/1992, de Régimen Juridico de las Administraciones Publicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Coman.
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la Administracién, en leyes sectoriales concretas. Ademais, éste era el
instrumento que privilegiaba tanto el «Proyecto de Convenio entre el
Gobierno de la Nacién y las Comunidades Auténomas sobre coope-
racién en los asuntos relacionados con las Comunidades Europeas»,
aprobado por el Consejo de Ministros en su reunién del dia 19 de di-
ciembre de 1985 y remitido posteriormente a las Comunidades Auté-
nomas para su negociacién, como el «Nuevo Proyecto de Convenio»
de enero de 1987 %¢. Y éste es también el instrumento que se consi-
dera adecuado por parte de la Administracién del Estado y de las Co-
munidades Auténomas para la participacion de éstas en la formacién
de la voluntad comunitaria del Estado tras el «Acuerdo de institucio-
nalizacién de las Conferencias para asuntos relacionados con las Co-
munidades Auténomas», de 29 de octubre de 1992 %7,

Otros autores han planteado la posibilidad de una Conferencia Per-
manente de Comunidades Auténomas que les permitiera a éstas ofre-
cer una opinién comun frente al Gobierno ?8. Este tipo de Conferen-

36 Sobre estos dos proyectos de Convenio ver, en general: MANGAS MARTIN, A.: Derecho
comunitario europeo..., cit., pp. 260 y ss.; PEREZ CALVO, A.: «El Estado de las Autonomias: el
reto de la eficacia», Revista Juridica de Navarra, nam. 3, 1987, p. 60; del mismo autor: «Actua-
ciones de cooperacién y coordinacién entre el Estado y las Comunidades Auténomas», Revista
de Estudios de la Administracion Local y Autondmica, nGm. 235-236, 1987, pp. 467 y ss.; PAREJO
ALFONSO, L.: «Estado autonémico e integracion europea», Actualidad Administrativa, marzo de
1988, pp. 17 y ss.; SORIANO, ]. E.: Comunidades Auténomas y Comunidad Europea, cit., pp. 206
y ss.

37 La «Conferencia para Asuntos relacionados con las Comunidades Europeas» es la here-
dera de la anterior «Conferencia Sectorial para Asuntos relacionados con las Comunidades Eu-
ropeas», que, constituida en el Ministerio para las Administraciones Publicas en 1988, tenia como
misién encontrar los instrumentos idéneos para hacer posible la participacion de las Comunida-
des Auténomas en relacion con las cuestiones relacionadas con la integracion europea.

Los Acuerdos Autonémicos de 28 de febrero de 1992, firmados por el Presidente del Go-
bierno y por representantes del Partido Socialista Obrero Espafiol y del Partido Popular, con-
templan la mencionada «Conferencia Sectorial» y tratan de impulsar sus trabajos. Y, precisa-
mente, uno de los objetivos que se le asignan a las Conferencias es el de «proseguir en su seno
el examen de los instrumentos més idéneos para hacer efectiva, en los diferentes sectores mate-
riales donde existen politicas comunitarias, la participacién de las Comunidades Auténomas, en
especial, su tratamiento en las respectivas Conferencias Sectoriales».

También el «Acuerdo de institucionalizacién de la Conferencia para asuntos relacionados
con las Comunidades Europeas», de 29 de octubre de 1992, por el que la Conferencia pierde
acertadamente el adjetivo «Sectorial», dado el caricter general de su objeto, hace de las Confe-
rencias Sectoriales los foros normales de participacién de las Comunidades Auténomas en deci-
siones comunitarias del Estado. Es interesante, a este respecto, el parrafo tercero del punto cuat-
to del mencionade Acuerdo, que atribuye a la Conferencia que se institucionaliza, entre otras,
la siguiente funcién: «El impulso y seguimiento del progresivo desarrollo del esquema de parti-
cipacién de las Comunidades Auténomas aplicable, a través de la respectiva Conferencia Secto-
rial o instrumento equivalente, en cada una de las politicas comunitarias que afectan a las com-
petencias de aquéllas. El esquema comprenderi los procedimientos de cooperacién para hacer
efectiva la intervencién y participacién de las Comunidades Auténomas, tanto en la fase de de-
finicién de la posicion espafiola en los procesos de adopcién de decisiones por las instituciones
comunitarias como en la fase de aplicacién en nuestro pafs del Derecho comunitario y del con-
tenido de las politicas comunitarias.»

38 Ver, por ejemplo, TORNOS Mas, J., en el libro de AJA, E., y otros: Informe sobre las au-
tonomias, cit., pp. 147-148; SORIANO, J. E.: Comunidades Auténomas y Comunidad Europea, cit.,
p. 193. En términos distintos, MUNOZ MACHADO, S.: «La ordenacién de las relaciones...», cit.,
p. 610; del mismo autor: «El impacto de la adhesién a la Comunidad Europea sobre la organi-
zacién del Estado», en Noticias CEE, nim. 12, enero de 1986, pp. 83-84.
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cia, en la medida en que permitiera una sintesis de los intereses de las
Comunidades Auténomas, podria facilitar su presentacién posterior
ante el Estado en el marco, esta vez, de una Conferencia Sectorial en
la que estuviera presente una representacién del Ministerio o Ministe-
rios afectados.

En todo caso, el instrumento que se elija ** deberia poder asegurar
que la participacién pudiera proyectarse a lo largo del proceso de for-
macién de la norma comunitaria y que las proposiciones de las Comu-
nidades Auténomas pudieran realizarse en tiempo y forma °, a fin de
que el Estado pudiera, si lo considerara oportuno, incorporar dichas
proposiciones o parte de las mismas a la posicion que ha de defender
en los foros comunitarios.

V. CONCLUSION

Como se acaba de comprobar, aunque el texto constitucional, o in-
cluso los estatutarios, no contengan previsiones expresas en relacién
con la participacién de las Comunidades Auténomas en la formacion
de la posicién que el Estado ha de trasladar a las instituciones comu-
nitarias, esa participacion es no sélo posible, sino ademais juridicamen-
te exigible. Al menos puede intentarse una construccién juridica de
este tipo basada en pronunciamientos claros del Tribunal Constitucio-
nal. Ademais, la prictica autonémica en torno a la Conferencia para
asuntos relacionados con las Comunidades Europeas y a las distintas.
Conferencias Sectoriales sigue ese mismo camino.

Todo ello significa que es posible una dinamica acorde con el con-
cepto de autonomia que se desprende de la Constitucion y segtin el
cual el Estado autonémico es, ante todo, un Estado funcional que ar-
moniza, como ya se ha dicho, los valores de la democracia social y del
derecho a la autonomia de las nacionalidades y regiones, y en el que

39 El ya citado «Acuerdo de institucionalizacién de las Conferencias para Asuntos relacio-
nados con las Comunidades Europeas» contempla igualmente el tratamiento bilateral de las cues-
tiones que, relacionadas con las Comunidades Europeas, afecten en exclusiva a una Comunidad

' Aut6noma o que muestren algin perfil singular en funcién de su especificidad autonémica.

40 Una reciente STC de 15 de julio de 1993, en relacién con un conflicto positivo sobre
una concesién de aprovechamiento de agua, establece que el informe preceptivo en que se ma-
nifiesta en el caso concreto la participacién de la Comunidad Auténoma en la actividad de con-
cesién del Estado ha de ser emitido con caricter previo a la Resolucién. Y el Alto Tribunal fun-
da la exigencia del caricter previo no sélo en la legislacion concreta que se aduce, sino en «el
recto entendimiento del cauce que las competencias implicadas tienen en el bloque de la cons-
titucionalidad» (FJ 4). Antes la sentencia indicaba que de ese modo, es decir, siendo previo el
informe de la Comunidad Auténoma a la Resolucién, «al otorgar las concesiones podri impo-
nerse a las mismas el cumplimiento de las condiciones fijadas por la Comunidad Auténoma com-
petente...». Es decir, y ello vale con caricter general en materia de participacién, a tenor de la
sentencia, la intervencién del que participa ha de hacerse en el momento y en la forma que ga-
ranticen la utilidad del acto de participacion.
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las Comunidades Auténomas participan en la adopcién de sus decisio-
nes fundamentales.

Dentro de esta dindmica se inscriben también los esfuerzos para ha-
cer del Senado una Cimara acorde con la definicién territorial que la
Constitucién le otorga: la reforma del Reglamento y las expectativas
de una posible reforma de la Constitucién a partir de las experiencias
que puedan adquirirse con el nuevo Reglamento de la Cimara. No
cabe duda de que dicha reforma de la Constitucién, si un dia se aco-
metiera, deberia ir precedida de un debate previo tendente a lograr no
s6lo un consenso entre las fuerzas politicas igual o superior al conse-
guido en el momento de aprobarse la Constitucién, sino también la ma-
yor funcionalidad de la Camara en relacién con el objetivo de integrar
a las Comunidades Auténomas en la adopcién de las decisiones del Es-
tado. Habria de discutirse, por tanto, la composicién concreta de la
Camara, o sea, si la representacién de las Comunidades Auténomas
procederia del electorado, de los Parlamentos o de los Gobiernos au-
tondmicos, las funciones que deberian atribuirsele, las relaciones con
el Congreso de los Diputados, etc.

Pero quizas fuera conveniente que ese debate previo a una posible
reforma de la Constitucién no se centrara exclusivamente en el Sena-
do, sino que partiera de una consideracion global del problema de la
participacién de las Comunidades Auténomas en la adopcién de las de-
cisiones del Estado. Y, en este sentido, el debate habria de contemplar
también, junto con otros posibles supuestos, la concreta hipétesis de
participacién de las Comunidades Auténomas en la formacién de las
decisiones comunitarias del Estado a la que se han dedicado estas
paginas.

Se trataria de sancionar expresamente un principio de participa-
cién que, como hemos visto, cabe dentro de la Constitucién, y a la
que la practica autondémica recurre cotidianamente, y ello con inde-
pendencia de las formas de participacién concretas que posteriormen-
te pudieran adoptarse al ponerlo en practica. Una sancién juridica ex-
presa como ésta en la propia Constitucién prestaria una garantia for-
mal a las Comunidades Auténomas en relacién con su participacién
en este tipo de decisiones. El Estado en su conjunto también veria mas
realzada, si cabe, su funcién de instancia integradora del interés nacio-
nal a partir de las demandas que se producen en su seno. Finalmente,
la constitucionalizacién de un principio de participacién como el enun-
ciado en este trabajo, ademas de las consecuencias simbdlicas y didac-
ticas que arrastra, en la medida en que seria una expresién mas de la
naturaleza del Estado, fortaleceria el concepto de autonomia coopera-
tiva e integradora que la Constitucién ya contiene, y que, de este modo,
podria apoyarse sobre una base mas explicita.
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